
  JUZGADO VEINTISIETE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá D. C. diecinueve de julio de dos mil veintitrés  

 
 

REF:  Tutela 

RAD.  11001310302720230037500 

De Logysteel Operador Logìstico S.A.S y Consorcio Metalúrgico 
Nacional S.A.S  Email: gerencia@cardenasyabogados.com 

Contra   Superintendencia de Transporte Email: 
notificajuridica@supertransporte.gov.co. 

Asunto Fallo 

 

 

Superado el trámite que le es propio a esta instancia, se resuelve lo 
pertinente a la Acción de Tutela formulada por LOGYSTEEL 

OPERADOR LOGÌSTICO S.A.S Y CONSORCIO METALÚRGICO NACIONAL 
S.A.S   
 

                                     ANTECEDENTES: 

 

A través del escrito que fuera introductorio de la presente acción, se pretende se 

tutele en su favor el derecho constitucional de petición por considerar que ha 

sido vulnerado por la entidad accionada, indicando que el 2 de diciembre 2022, a 

través de correo electrónico certificado se remitió demanda de control de nulidad 

y restablecimiento de derecho a la Superintendencia de Transporte, repartida el 

5 de diciembre v el Juzgado Sexto Administrativo de Oralidad de Bogotá D.C., 

bajo el radicado N° 11001333400620220059500. 

 

El 17 de febrero de 2023, se radicó petición a la entidad accionada para que no 

se iniciara gestión de cobro persuasivo coactivo sin que a la fecha se haya 

recibido respuesta alguna. 

 

Admitida la tutela se vinculó a la acción al Juzgado 6 Administrativo de Bogotá, y 

se dispuso dar traslado de la acción constitucional, del que hizo uso 

manifestando que: “La petición incoada bajo el Radicado 20235340202252 del 17 de febrero de 

2023, fue contestada de fondo de conformidad con la situación jurídico fáctica del caso en concreto a través 

del oficio número 20233100577821 del 14-07-2023, el cual fue puesto en conocimiento del peticionario a 

través de mensaje de datos enviado al buzón de correo electrónico gerencia@cardenasyabogados.com, tal 

y como se prueba en los anexos.” 

  

   CONSIDERACIONES 

 

El artículo 86 de la Constitución dispone que toda persona tendrá acción 
de tutela para reclamar la protección de sus derechos fundamentales. Sin 
perjuicio de lo anterior, durante el desarrollo del proceso pueden 
desaparecer las circunstancias que dieron origen a la acción u ocurrir 
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alteraciones fácticas que superen la pretensión de la acción, causando que 
la decisión pierda eficacia y sustento. 
 
Por lo tanto, con sustento en los presupuestos fácticos esbozados, es 
necesario entrar a establecer si se vulnerara el derecho fundamental de 
petición, ante la falta de respuesta a la solicitud del embargo del sueldo 
ordenado por el Juzgado 11 Civil Municipal de Medellín, oficio que fue 
enviado con petición por el accionante por ser el demandante e interesado 
en la respuesta de dicha medida. 
 
 

Señala el artículo 1° del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 
86 de la Carta Magna: "Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los 

jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma 

o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales 

fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la 

omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares en los casos que señala este 

decreto. Todos los días y horas son hábiles para interponer la acción de tutela." 

 

El artículo 6º del mencionado código, establece que las peticiones de 
carácter general o particular se resolverán o contestarán dentro de los 
quince (15) días siguientes a la fecha de su recibo.  “Así mismo, prevé que, en ese 

mismo término, la administración debe informar al solicitante, cuando sea del caso, su 

imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, explicando los motivos y señalando el término 

en el cual se producirá la contestación.  Norma que por lo general no se cumple en ninguna 

entidad, hecho se traduce en un desconocimiento del derecho de petición.”  (Sentencia T-076 del 

24 de febrero de 1995). 

 
El art. 23 de la Constitución Nacional dice: “Toda persona tiene derecho a presentar 

peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y obtener 

pronta resolución.  El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas 

para garantizar los derechos fundamentales”. 

 
Ahora bien, de la información y la documentación obrantes en la presente acción 
constitucional se advierte que, en respuesta a la demanda de tutela, la 
accionada allegó constancia de la respuesta a la solicitud formulada por el 
petente como se evidencia en el cons. 010 pdf 8, como se señala en el siguiente 
pantallazo: 
 



 
 
 
Así las cosas, al accionante se le dio respuesta a su petición, lo cual muestra 
que nos encontramos en presencia de un hecho superado, sobre cuyos alcances 

en sentencia T-463/97 la Corte Constitucional dijo “que el objeto esencial de la acción de 

tutela es garantizar la efectiva e inmediata protección de los derechos fundamentales, pues, ciertamente, el 
sentido de este amparo judicial es que el juez constitucional, una vez analizado el caso particular, pueda 
proferir un fallo en procura de la defensa de los derechos vulnerados al afectado, siempre y cuando exista 
motivo para ello. Pero si la situación fáctica que generó la amenaza o vulneración ya ha sido superada, la 
decisión que pueda proferir el juez de tutela no tendría ninguna resonancia frente a la posible acción u 
omisión de la autoridad pública, pues, a los afectados ya se les satisfizo lo pretendido en el escrito de 
tutela, mediante la actuación positiva de las autoridades públicas al garantizar eficazmente el derecho 
fundamental”. 

 
Como quiera que lo anterior se presentó estando en curso la presente 
tramitación breve y sumaria, se impone recordar que  “cuando la situación de hecho que 
causa la supuesta amenaza o vulneración del derecho alegado desaparece o se encuentra superada, la 



acción de tutela pierde toda razón de ser como mecanismo más apropiado y expedito de protección judicial, 
por cuanto a que la decisión que pudiese adoptar el juez respecto del caso concreto resultaría a todas luces 
inocua, y por consiguiente contraria al objetivo constitucionalmente previsto para esta acción” (Corte 
Constitucional, sentencia T-308 de 2003).   

 
Así las cosas, e independientemente que la respuesta sea o no acorde o lo 
solicitado por el tutelante, se tiene que se ha configurado hecho superado, en 
armonía con el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, la cual debe indicarse que 
la declaratoria de la tutela reclamada es negada, porque en el momento actual la 
accionante ya vio satisfecho el núcleo esencial del derecho de petición, ante la 
respuesta de fondo y concisa dada por el accionado.  

 
En este sentido ha precisado la Corte Constitucional que, “la garantía que consagra el 
artículo 23 de la Constitución Política se satisface solo con respuestas de fondo. Las notas evasivas y los 
términos confusos escapan al contenido de tal preceptiva”1. 
 
“La repuesta aportada será suficiente cuando aborde el fondo la cuestión planteada y materialmente 
resuelva los requerimientos del peticionario”2. 

 
Desde luego que el derecho de petición no se instituyó “para obtener que la autoridad 
administrativa profiera una decisión favorable a las pretensiones del accionante, lo cual equivaldría a 
tergiversar el sentido y a modificar los alcances del artículo 86 de la Constitución y, además, ampliaría de 
manera indebida y también contraria a la Carta, el contenido material del derecho de petición”. 
 

 Precisamente porque el derecho fundamental de éste queda satisfecho con la 
respuesta, debidamente comunicada, sobre el asunto planteado por el 
peticionario, bien que se acoja, o se deseche el fondo de su solicitud. 
 
Por lo demás, el derecho fundamental de petición se concreta en la posibilidad de 
elevar solicitudes a las autoridades y obtener de esta una respuesta de fondo que 
se pronuncie sobre la situación materia del pedimento, sin que sea necesaria una 
definición positiva o favorable, pues basta con que sea completa y que aborde la 
cuestión requerida, como sucedió en el presente caso. 

 
En conclusión, es claro que la entidad accionada en el transcurso de la presente 
acción dio respuesta a lo peticionado, quedando superada la transgresión al 
derecho solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTISIETE CIVIL DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. administrando justicia en nombre de la 

República de Colombia y por Autoridad de la Ley 

 

RESUELVE 

 

 
1 Sent. T-158 de 2005. 
2 Sent. T-260 de 2005 
 

 



Primero: DENEGAR el amparo constitucional al Derecho de Petición, por hecho 

superado conforme lo indicado en la parte motiva de la presente providencia. 

 

Segundo: NOTIFICAR a las partes el contenido de esta providencia. 
 

Tercero: Remítase el expediente a la Corte Constitucional, para lo de su 

cargo. 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 

    

La Juez,     

 

                              MARIA EUGENIA FAJARDO CASALLAS 

Firmado Por:

Maria Eugenia Fajardo Casallas

Juez

Juzgado De Circuito

Civil 027 Escritural

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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